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VISTOS:

Procede la Sala Penal de Decisión del Tribunal Superior de este Distrito Judicial a resolver el recurso de apelación interpuesto por la Fiscalía en contra de la decisión adoptada el 1º de septiembre de 2017 por el Juzgado 2º Penal del Circuito Especializado de Pereira, en la que se improbó un preacuerdo celebrado entre el Ente Acusador y el procesado VÍCTOR ALFONSO HURTADO ÁLVAREZ. 

ANTECEDENTES Y SINOPSIS DE LA ACTUACIÓN PROCESAL:

Según se desprende de lo aludido por la Fiscalía en el escrito de acusación, se tiene que el 24 de enero de 2.014 fue herido con proyectil de arma de fuego el señor DANIEL ACOSTA TAQUINAS, en la calle 62 frente a la nomenclatura 10 A 17 del barrio Nacederos. En ese lugar, se encontraron ocho evidencias físicas discriminadas así: a) 4 proyectiles, b) una vainilla, c) dos fragmentos de proyectil y d) un vehículo marca Chevrolet. Los elementos a, b y c fueron sometidos a análisis por parte del perito en balística quien determinó que al señor ACOSTA, se le había disparado con dos armas de fuego diferente, siendo una de ellas un revolver calibre 38 especial y la otra una pistola o subametralladora calibre .9mm. Una vez se logra entrevistar a la víctima, esta relata que efectivamente el atentado contra su vida fue perpetrado por varios hombres, a quienes individualizó e identificó como habitantes del barrio Nacederos, indicando que ya había recibido amenazas de ellos, por cuanto pretenden monopolizar el tráfico de estupefacientes en ese barrio. Aunado a ello, con la víctima y uno de los testigos presenciales de los hechos, el menor J.A.M.R., se realizó reconocimiento en álbum fotográfico, logrando establecer que los atacantes fueron JEFRY ALEXÁNDER ZULUAGA TABARES y VÍCTOR ALFONSO HURTADO ÁLVAREZ.

Posteriormente y en desarrollo del programa metodológico, se logró establecer con entrevistas a la familia de la víctima, quienes manifestaron ser fundadores del barrio Nacederos y haber sido obligados a abandonar el mismo bajo amenazas de muerte por parte de los victimarios de DANIEL ACOSTA TAQUINAS, existiendo en este núcleo familiar 22 personas entre los que hay varios menores de 18 años y dos adultos mayores de 60 años. 

Con base en la información recolectada, se expidieron las correspondientes órdenes de captura, llevándose inicialmente la del señor JEFRY ALEXÁNDER ZULUAGA TABARES, quien fue presentado el 27 de enero de 2015, en audiencia de imputación, en la cual aceptó los cargos por los delitos de tentativa de homicidio agravado por la coparticipación criminal, tráfico, porte o tenencia de armas de fuego agravado por la coparticipación criminal y desplazamiento forzado agravado por existir dentro de las víctimas menores de 18 años y mayores de 60 años de edad, conducta igualmente cometida bajo la circunstancia de mayor punibilidad descrita en el numeral 10 del artículo 58 del C.P. y referida a la coparticipación criminal; ello a cambio de una rebaja del 50% de la pena a imponer. 

Tal aceptación de cargos fue anulada el 22 de octubre de 2015 por parte del Juzgado Segundo Penal del Circuito Especializado de esta localidad, por haberse verificado dentro de las diligencias que al procesado no se le podía ofertar un descuento del 50% de la pena a imponer por el delito de homicidio tentado agravado, por cuanto una de las víctimas del mismo fue el menor J.A.M.R. por tal razón la imputación quedó incólume. 

Por su parte, el señor VÍCTOR ALFONSO HURTADO ÁLVAREZ fue presentado en audiencia de formulación de imputación el 10 de noviembre de 2.015, allí se le enrostraron cargos como posible coautor a título de dolo, en los delitos de homicidio en grado de tentativa agravado art. 103 y 104 # 7º del C.P. en concurso heterogéneo con el delito de tráfico, fabricación o tenencia de armas de fuego con circunstancias de agravación, art. 365 #. 5º del C.P. y el delito de desplazamiento forzado artículo 180 y 181 del C.P. señalándole que si aceptaba los cargos tendría una rebaja de hasta la mitad de la pena, excepto en el caso de la tentativa de homicidio, toda vez que una de las víctimas del mismo fue un menor de edad, pero él no aceptó ninguno de esos cargos. 

El 14 de marzo de 2016, el Juzgado Primero Penal del Circuito Especializado de Pereira, llevó acabo audiencia de formulación de acusación, en la cual se reiteraron los cargos en contra de los procesados. 

Posteriormente el Ente Acusador y el procesado JEFRY ALEXÁNDER ZULUAGA TABARES llegaron a un preacuerdo, en el que pactaron la degradación de su participación en los hechos delictuales por los que fue acusado de coautor a cómplice, fijando una pena de 10 años de prisión la cual resulta de rebajar en la mitad la pena establecida para el concurso de delitos por los que se acusó, la que se pactó en 20 años, lo cual se aceptó y declaró legal en diligencia realizada el 23 de mayo de 2016, situación por la cual ese Despacho dispuso la ruptura de la unidad procesal para que se continuara aparte el proceso en contra del señor HURTADO ÁLVAREZ, y el 2 de junio de ese año se declaró impedido para continuar conociendo del proceso en contra de este ciudadano. 

Así las cosas, el 13 de junio de 2016 el Juzgado 2º Penal del Circuito Especializado declaró fundado el impedimento y asumió el conocimiento del proceso en contra del señor VÍCTOR ALFONSO HURTADO ÁLVAREZ. Después de varios aplazamientos por parte de la defensa, se instaló la audiencia preparatoria el día 12 de agosto de 2016, debiéndose aplazar en esa oportunidad y en una ocasión más, para ser finalizada el 24 de octubre de 2016. El juicio oral se programó, de acuerdo a la disponibilidad del Despacho, para el mes de febrero de 2017, sin embargo no fue posible su realización por cuanto el procesado no fue trasladado por el INPEC; de esa manera, se reprogramó para los días 12, 13, 14 y 15 de junio de ese mismo año, pero antes de la fecha, la defensa solicitó su aplazamiento por encontrarse en conversaciones para un posible preacuerdo con la Fiscalía.

Finalmente, el 15 de agosto de 2017, fecha que se había programado para iniciar el juicio oral, se realizó audiencia de verificación de preacuerdo, en esta diligencia el representante del Ente Acusador informó que había llegado con el procesado y su defensor a un preacuerdo el cual consistía en que VÍCTOR ALFONSO HURTADO RAMÍREZ se declararía culpable en calidad de cómplice y a título de dolo por las conductas punibles de tentativa de homicidio agravado (art. 103 y 104 # 7º C.P.), en concurso con el porte de armas de fuego agravado (art. 365 inciso 4 # 5º del C.P.) y desplazamiento forzado agravado (art. 181 # 2 C.P.). Aduciendo el Fiscal que por ser violatoria del nom bis ibídem, eliminaría la circunstancia de mayor punibilidad, esto es, actuar en coparticipación criminal establecida en el # 10º del artículo 58 del C.P.

De esa manera, señaló el Fiscal que para tasar la pena definitiva a imponer partiría de la conducta punible con la pena más alta, la cual sería para este caso el homicidio agravado en grado de tentativa, el cual quedaría en 8 años y 4 meses de prisión, que se aumentaría en 1 año y 2 meses más por el porte de armas agravado y un año adicional por el delito de desplazamiento forzado, lo que daría una pena definitiva de 10 años y 6 meses  de prisión. 

Escuchada la intervención de la Fiscalía y teniendo en cuenta que ninguna de las demás partes presentó oposición alguna a ese preacuerdo, el señor Juez fijó como fecha para dar a conocer su decisión frente al mismo el día 1º de septiembre de 2017. 

EL PROVEÍDO RECURRIDO:

En la fecha arriba señalada el señor Juez de conocimiento instaló la audiencia y en ella, después de hacer un recuento del preacuerdo, explicó cuáles son los presupuestos que debe tener el juez al momento de analizar si los aprueba o no.  

De esa manera, indicó que en el presente asunto se ha optado por la opción de degradar el grado de participación del procesado de autor a cómplice y en razón de ello rebajar la pena a la mitad. En ese orden y tomando en cuenta lo establecido en el artículo 31 del C.P. deben de individualizarse las penas, una a una, y dosificarse de manera individual para de esa manera establecer cuál es la pena más grave y más alta y determinar según sus características, tanto el punto de partida para dosificación total de la pena en razón del concurso, como el incremento que se efectuará por cada uno de los delitos, en razón de cada de una de las penas individualizadas; para el presente asunto la Fiscalía decidió que partiría de los mínimos. 

En ese orden, dijo el señor Juez que la Fiscalía partió de considerar que en el presente caso el delito más grave es el de la tentativa de homicidio agravado, delito para el cual el primer cuarto de la sanción a imponer se encuentra entre 200 y 262 meses y medio de prisión. Señaló además que dentro de la acusación a este delito se le puso la circunstancia de mayor punibilidad consagrada en el artículo 58 # 10 del C.P., de allí que la pena mínima aplicable sea de 262 meses y 15 días de prisión.

Ahora bien, para el cargo de fabricación, tráfico, porte o tenencia de armas de fuego, explicó el Juez, que la pena se duplica en razón de la coparticipación criminal, esto es, de la concurrencia de sujetos activos en el delito, situación que en este caso ha resultado bastante acreditada, de allí que el mínimo de la pena sea de 18 años; en cuanto al desplazamiento forzado agravado, consideró que no existe dificultad, pues la pena mínima es de 96 meses.   

Con base en lo anterior, razonó el fallador de primera instancia que se presenta una discordancia en cuanto a los términos del preacuerdo ya que dentro del mismo el señor Fiscal, en aras de no vulnerar el principio del nom bis in ídem, eliminó la figura de la coparticipación criminal para ambos delitos, esto es para la tentativa de homicidio y para el porte de armas; sin embargo, a su entender las reglas sobre la dosimetría punitiva, señalan claramente que una circunstancia como esa se debe tener en cuenta y hacerla concurrir a surtir sus efectos respecto de la pena más grave y aquí ello sería, como ya se ha venido diciendo, el delito de homicidio agravado en grado de tentativa, teniendo en cuenta que la pena de la cual se debía partir sería la de 262 meses y medio, en razón de que es el límite inferior de los cuartos medios. 
Aunado a lo anterior, indicó que esa circunstancia de la coparticipación no se debe considerar para el delito de porte de armas, en aplicación del non bis in ídem, para no doblar la pena; entonces, la pena imponible sería la de 9 años, lo que indudablemente resultaría en una pena mayor que la que aquí se ha establecido en el preacuerdo  como la más alta.

Así las cosas, el A quo consideró que no era posible avalar el preacuerdo por cuanto, puesto que la degradación de la responsabilidad de coautor a cómplice, impone necesariamente una dosificación punitiva adecuada, la que en este caso no ha sido respetada. 
LA ALZADA:

Fiscal como recurrente: Después de hacer una extensa lectura de jurisprudencia entorno a la figura de los preacuerdos, para con ello señalar que la tarea de preacordar es exclusiva de la Fiscalía y que el Juez solo interviene para verificar que no se superen los mínimos de legalidad y protección de garantías fundamentales de acuerdo a lo establecido en el artículo 357 C.P.P. entonces en lo único que puede intervenir el Juez es el tema de la parte objetiva de la pena. Posteriormente, y en torno al caso concreto, indica que en uso de esas facultades legales para negociar la pena fue que él tasó la imponible en este caso; además de ello, considera que se debe tener en cuenta el derecho a la igualdad, pues en este proceso ya se han dado preacuerdos en similares condiciones que han sido avalados en su momento, tal es el caso del señor JEFRY ALEXÁNDER ZULUAGA. 

En cuanto a la pena que se estableció, considera el apelante, que a pesar de lo manifestado por el A quo, la misma fue lo que se determinó en conceso entre el Ente Acusador y la Defensa, y a ello se llegó con base en la jurisprudencia de la Corte. Por otro lado considera que no se le está regalando nada al procesado, pues la pena que se pactó es bastante alta, y lo único que se hizo fue degradar la participación en la conducta de coautor a cómplice.   

Con base en todo lo dicho, solicita que se revoque la decisión de improbar el preacuerdo y se le ordene al Juzgado continuar con las diligencias para la imposición de la pena. 

El Defensor como no recurrente: Adujo que se atendría a lo que decida el Tribunal, sin embargo considera que la exposición que ha hecho el Fiscal es bastante juiciosa para demostrar por qué se debe revocar la decisión de primera instancia; además de ello, insiste en que este preacuerdo es copia de otro u otros que ya se dieron dentro del asunto, entre ellos el que resolvió el Juez Primero Penal del Circuito Especializado en contra de JEFRY ALEXÁNDER ZULUAGA TABARES. 

PARA RESOLVER SE CONSIDERA:

- Competencia:

Esta Sala de Decisión, acorde con lo consagrado en el numeral 6º del artículo 34 del C.P.P. es la competente para resolver la presente alzada, en atención a que estamos en presencia de un recurso de apelación que fue interpuesto en contra de un auto proferido en primera instancia por un Juzgado Penal que hace parte de uno de los Circuitos que integran este Distrito Judicial.

De igual forma no se avizoran máculas en el procedimiento que vicien de nulidad lo actuado.

- Problema Jurídico:

Acorde con la tesis de la discrepancia propuesta por el recurrente en la alzada, la Sala es del criterio que del contenido de la misma se desprende el siguiente problema jurídico:

¿Podía el señor Juez Segundo Penal del Circuito Especializado de Pereira improbar el preacuerdo celebrado entre la Fiscalía General de la Nación y la Defensa del Procesado VÍCTOR ALFONSO HURTADO ÁLVAREZ, por considerar que la sanción penal pactada no respetaba los parámetros legales de dosificación de la pena? 

- Solución:

Como quiera que uno de los ejes centrales de la controversia planteada por el recurrente gira en torno de las facultades que le asiste a la Judicatura de improbar los preacuerdos suscritos entre la Fiscalía y la Defensa, facultades estas que en sentir del apelante son limitadas por lo que prácticamente el Juez de la Causa se encuentra maniatado por lo que debe  ceñirse a lo estipulado entre las partes. Frente a lo anterior, sea lo primero por decir por parte de la Sala que las cosas no son tan sencillas como las plantea el recurrente, ya que si bien es cierto que uno de los principios que orientan a los preacuerdos es el de la obligatoriedad, también es cierto que para que lo pactado entre las partes tenga efectos vinculantes, acorde con lo reglado en el # 4º del articulo 351 C.P.P. se torna necesario que sea sometido a un análisis de legalidad por parte del Juez de la Causa, quien verificara si lo estipulado no vulnera o desconoce garantías fundamentales. 

Por lo tanto, contrario a lo reclamado por el apelante, vemos que el papel de la Judicatura en el escenario de las medidas que se deben tomar ante una terminación abreviada de los procesos no es el de fungir como un eunuco o de un simple y mero de fedatario de lo acordado entre las partes, ni de acatar mansamente lo pretendido por la Fiscalía, ya que su rol es mucho más dinámico y proactivo, y en virtud de tal función debe verificar si lo pactado supera o no el tamiz de la legalidad, en especial en los siguientes aspectos relevantes:   

1) Que el acto procesal de terminación abreviada del proceso no esté afectado por ningún tipo de vicios del consentimiento e igualmente que el encausado al momento de allanarse a los cargos o de preacordar con la Fiscalía, lo haya hecho de manera voluntaria, libre, espontánea y con consciencia de lo que hacía; todo ello con el debido acompañamiento y asesoría de un profesional del Derecho. 

2) Que el preacuerdo o la negociación sean respetuosos de los fines que filosóficamente justifican su existencia, así como de los postulados que orientan el Derecho Premial. 

3) El Preacuerdo o la negociación debe ser respetuoso de los postulados que orientan el Principio de Legalidad. Lo cual quiere decir que no puede existir duda alguna sobre la adecuación típica de la conducta punible objeto del convenio. Igualmente en aquellos casos en los cuales se haya tasado la pena, esta debe obedecer los principios y las funciones que la rigen así como las reglas de dosimetría punitiva.

4) Que exista un mínimo probatorio que desvirtué la presunción de inocencia que le asiste al procesado y que por ende se cumplan los requisitos que son necesarios para poder proferir una sentencia condenatoria.

5) Verificar si: a) Existe alguna limitación, constitucional o legal, que condicione la celebración del acuerdo suscrito entre la Fiscalía y la Defensa; b) La existencia de alguna prohibición en lo que tenga que ver con la concesión de beneficios o contraprestaciones a favor del procesado, como sucede en aquellos casos que de secuestro o extorsión, o cuando el sujeto pasivo sea un menor de edad víctima de un delito sexual; c) Como consecuencia de la contraprestación, acorde con lo reglado en el artículo 351 C.P.P. el procesado resulta siendo beneficiario de más de un beneficio.

Frente a lo anterior, la Corte se ha expresado de la siguiente manera: 

“Con fundamento en los razonamientos precedentes, surge nítido que el acto de aprobación del preacuerdo es el mecanismo a través del cual se garantiza que la emisión de fallo (al que se acoge el procesado en busca de los beneficios que le otorga la justicia premial), no sea la consecuencia de vicios de garantía, de juicio o de estructura. 

Por lo tanto, como la jurisprudencia de esta Corporación lo ha fijado, el examen de los términos del preacuerdo no se limita a la revisión de los requisitos meramente formales, sino que incluye el control de legalidad de lo acordado; es decir, que su función es la de constatar si lo pactado entre el acusador y el imputado o procesado no desconoce garantías fundamentales, o bien si aquello sobre lo que recae es en verdad susceptible de consenso. 

Es por lo anterior por lo que al juez del conocimiento le compete entrar a verificar si existe alguna prohibición, constitucional o legal, que impida celebrar el acuerdo suscrito entre la fiscalía; de evidenciarlo así le asiste el deber de improbar el preacuerdo, pues éste no puede rebasar los límites constitucionales y legales trazados, entre ellos, el principio acusatorio –que le exige observar la separación entre las funciones de acusar y juzgar- y el de imparcialidad…”
. 

Al aplicar lo anterior al caso en estudio, la Sala en un principio dirá,  contrario a lo reclamado por el apelante, el A quo actuó atinadamente dentro de los limites propios del escenario del debido proceso, puesto que el control de legalidad que ejerció sobre lo pactado entre las partes radicaba en verificar si tal acuerdo era respetuoso de los postulados que orientan los principios de legalidad en la tasación de las penas, en especial frente al fenómeno del concurso de conductas punibles, si se parte del supuesto consistente en que las partes habían llegado a un consenso en el cual se incluía la dosificación de las eventuales penas que purgaría el acusado.

Esclarecido lo anterior, ahora toca verificar si en efecto lo acordado entre las partes en materia de dosificación punitiva era o no respetuoso de los postulados que orientan el principio de legalidad, para de esa forma determinar si el A quo estuvo atinado o no con la decisión de improbar el preacuerdo pactado entre la Fiscalía y la Defensa.  

Como punto de partida tenemos que el núcleo central de lo estipulado entre las partes consistía en lo siguiente: a) El procesado aceptaría los cargos imputados en su contra, a cambio de que la Fiscalía mutará como cómplice su grado de participación en la comisión de los delitos endilgados en su contra; b) Las penas a imponer se tasarían en 10 años y 6 meses de prisión, acorde con la premisa consistente en que ante la presencia de un  concurso de conductas punibles, el delito base, por ser el de mayor gravedad, sería el de tentativa de homicidio agravado, respecto del cual se tasaría una pena de 8 años y 4 meses de prisión, y en lo que atañía con los delitos concursantes, o sea los reatos de porte ilegal de armas de fuego de defensa personal agravado y desplazamiento forzado agravado, las penas, respectivamente, corresponderían a 1 años y 2 meses y 1 año; c) Por contrariar el principio del nom bis ibídem, la Fiscalía retiró de la acusación las circunstancias de mayor punibilidad consagradas en el # 10º del artículo 58 del C.P.

Ahora, a fin de verificar si las penas principales pactadas entre las partes eran o no respetuosas del  principio de la legalidad, en especial cuando se presenta el fenómeno del concurso de conductas punibles, se torna necesario acudir a las disposiciones consagradas en el artículo 31 C.P. las cuales regulan la manera como deben ser dosificadas las penas ante la presencia del fenómeno del concurso de conductas punibles, acorde con las siguientes reglas: 

•
Las penas de los delitos concursantes deben ser dosificadas de manera individual para cada una de ellos. 

•
Una vez hecho lo anterior, se escogerá el reato sancionado con la pena más grave, el cual vendría siendo el delito base cuya pena deberá ser incrementada hasta en otro tanto, según la gravedad de los delitos concursantes. 

•
Ese hasta otro tanto, no puede exceder de la sumatoria de la tasación punitiva en concreto de cada uno de los delitos que hacen parte del concurso, sin que rebase los 60 años de prisión.

•
De igual forma, según criterio jurisprudencial, ese hasta otro tanto no puede superar el doble de la pena que en concreto se tasó para el delito base, o sea el reato de mayor gravedad
.

En ese orden de ideas, se tiene que en el presente asunto la Fiscalía al momento de tasar la sanción a imponer al procesado partió del delito que en su límite máximo contempla la pena más alta, que en opinión del Ente Acusador serie el reato de homicidio agravado en grado de tentativa, para sumarle otro tanto, esto es 1 año y 2 meses, por el delito de fabricación, tráfico, porte o tenencia de armas de fuego y un año adicional por el reato de desplazamiento forzado agravado, que le fueron endilgados al procesado en la modalidad del concurso heterogéneo. 

Pero para la Sala, acompañando lo resuelto y decidido por el Juez de primer nivel, las operaciones de dosimetría punitiva a las que acudió la Fiscalía para tasar la eventual pena a imponer al Procesado deben ser catalogadas de ilegales por no respetar los postulados que orientan el principio de legalidad como las aludidas reglas consagradas en el artículo 31 C.P. ya que el delito de mayor gravedad no era el de tentativa de homicidio agravado, sino el de porte ilegal de armas de fuego de defensa personal agravado, si tenemos en cuenta que el ámbito de punibilidad de dicho reato es sancionado con una pena de 200 a 450 meses de prisión, mientras que los delitos de porte ilegal de armas de fuego de defensa personal agravado y desplazamiento forzado agravado, a su vez, respectivamente son reprimidos con las siguientes penas de prisión: de 216 a 288 meses, y 96 a 288 meses. 

Ahora bien, si a dichos reatos le aplicamos los descuentos punitivos propios de la complicidad
, consagrados en el inciso 3º del articulo 30 C.P. las penas con las que serían reprimidos quedaría de la siguiente forma: a) Tentativa de homicidio agravado, de 100 a 375 meses de prisión; b) Porte ilegal de armas de fuego de defensa personal agravado, de 108 a 240 meses de prisión; c) Desplazamiento forzado agravado, de 48 a 240 meses de prisión. 

Es de anotar que para llegar a la anterior conclusión, tuvo una amplia incidencia la posición asumida por la Fiscalía de retirar de la acusación las circunstancias de mayor punibilidad consagradas en el # 10º del artículo 58 del C.P. porque en efecto al acusar al Procesado con base en dichas circunstancias genéricas de agravación punitiva se estaba incurriendo en una vulneración del principio de prohibición de doble valoración
, en virtud del cual al procesado se le estaba acusando dos veces por los mismos hechos, si se tenía en cuenta que en su contra, en lo que atañe con el delitos de porte ilegal de armas de fuego, se le endilgaron los agravantes específicos del ordinal 5º del inciso 3º del articulo 365 C.P. que son propios del fenómeno de la coparticipación criminal. 

Tal situación implicaría que al retirar la Fiscalía los agravantes genéricos del # 10º del artículo 58 del C.P. traería como consecuencia que en lo que corresponde con el delito de porte ilegal de armas de fuego quedaran en firme las circunstancias específicas de agravación punitivas que respecto de ese reato se pregonó en la acusación en contra del acriminado. 

Si a lo anterior le aplicamos las ya aludidas reglas para la dosificación de las penas cuando se presenta el fenómeno del concurso de conductas punibles, en virtud de la cual, se reitera, «las penas de los delitos concursantes deben ser dosificadas de manera individual para cada una de ellos….», en consonancia con los criterios aducidos por la Fiscalía para dosificar las penas, quien decidió partir de las penas mínimas, se tendría que el delito de mayor gravedad seria el reato de porte ilegal de armas de fuego de defensa personal agravado, y no el delito de tentativa de homicidio agravado, por la sencilla razón que la pena mínima con la cual se sancionado dicho injusto (108 meses de prisión), es mayor que la pena mínima con la que se reprime el delito de tentativa de homicidio agravado (100 meses de prisión).

Por lo tanto el reato de porte ilegal de armas de fuego de defensa personal agravado se tornaría como el delito base, y a su vez los otros dos reatos también endilgados en contra del Procesado, o sea los punibles de  tentativa de homicidio agravado y desplazamiento forzado agravado, vendrían siendo los delitos acompañantes. Luego, al tasarse las penas, al no existir en contra del procesado circunstancias genéricas de mayor punibilidad y por carecer de antecedentes penales vigentes
, se debería partir del cuarto mínimo de punibilidad del delito base, el que oscilaría entre 216 hasta 234 meses de prisión, pero al admitir que el procesado participó en la comisión del reato a título de cómplice, dicho ámbito de punibilidad quedaría en 108 hasta 141 meses de prisión, y al seguir los derroteros trazados por la Fiscalía en la negociación, al individualizar la pena del delito base, esta correspondería a su mínimo, o sea a 108 meses de prisión; mientras que en lo que atañe con los demás reatos, la pena se incrementará hasta otro tanto, el cual en momento alguno podrá superar el doble de la pena que en concreto se tasó para el delito base.  
Con todo lo dicho hasta el momento, es claro que en este asunto estuvo acertada la decisión opugnada, porque en efecto lo acordado entre las partes no podía ser aprobado por vulnerar de manera flagrante los postulados que orientan el principio de legalidad de las penas y las reglas que orientan la tasación de las mismas en el escenario del concurso de conductas punibles.
Como anotación final, es necesario señalar que a pesar de lo dicho por las partes respecto al derecho a la igualdad, argumentando que al compañero de causa del señor HURTADO ÁLVAREZ, se le aprobó el preacuerdo en esas mismas condiciones, es necesario indicar que si el Juez que analizó el mismo lo consideró ajustado a derecho, lo hizo dentro de su autonomía judicial, sin que tal cosa se convierta en patente de corso para que todos los demás funcionarios judiciales pasen por alto los errores del señor Fiscal a la hora de tasar las penas; además de ello, no puede desconocerse que desde la diligencia en que se le imputaron cargos al señor JEFRY ALEXÁNDER, este y su defensa estuvieron buscando terminar anticipadamente el proceso, sin embargo en su primer intento su allanamiento a cargos en la imputación fue anulada por el Juez de conocimiento, lo que lo llevó a tener que esperar para preacordar una vez la acusación estuviera en firme. Lo anterior, nos muestra que a pesar de tratarse de personas procesadas por los mismos hechos delictuales, las circunstancias del proceso para cada uno se han dado de manera diferente, de allí, que pedir la aplicación del derecho a la igualdad no sea razonable ni justificado. 
Siendo así las cosas, esta Sala de Decisión confirmará la decisión del Juez de primera instancia de no avalar el preacuerdo, que tuvo ocurrencia durante el desarrollo de la audiencia preliminar de formulación de la imputación celebrada el día 15 de agosto de 2017, ante el Juzgado Segundo Penal del Circuito Especializado de Pereira.

En mérito de todo lo antes expuesto, la Sala de Decisión Penal del Tribunal Superior del Distrito Judicial de Pereira,
RESUELVE:

PRIMERO: CONFIRMAR la providencia proferida por el Juzgado 2º  Penal del Circuito Especializado de Pereira en la vista pública celebrada el 1º de septiembre de 2017, mediante la cual el Juez de Conocimiento improbó un preacuerdo pactado entre el Ente Acusador y la defensa del Procesado VÍCTOR ALFONSO HURTADO ÁLVAREZ.
SEGUNDO: DEVOLVER el expediente al despacho de origen para que se continúe con el trámite. 
Esta decisión queda notificada en estrados y contra ella no procede ningún recurso.

NOTIFIQUESE Y CÚMPLASE:
MANUEL YARZAGARAY BANDERA

Magistrado

JORGE ARTURO CASTAÑO DUQUE

Magistrado

JAIRO ERNESTO ESCOBAR SANZ

Magistrado

� Corte Suprema de Justicia, �PRIVADO �¡�Sala de Casación Penal: Providencia del 27 de abril de 2.011. Rad. # 34829. M.P. JOSÉ LUIS BARCELÓ CAMACHO. 





� Al respecto se puede consultar la Sentencia del 15 de mayo de 2.003, Rad. # 15868, proferida por la Sala de Casación Penal de la Corte Suprema de Justicia. 


� Que sería la compensación reconocida por la Fiscalía en favor del Procesado por admitir el compromiso penal endilgado en su contra. 


� Sobre dicho principio se pueden consultar entre otras las siguientes providencias de Sala de Casación Penal de la Corte Suprema de Justicia: Sentencia de 2ª Instancia del 24 febrero de 2010. Rad. # 32534; Sentencia de Única Instancia del 23de febrero de 2.005. Rad. # 19762. 


� Inciso 2º del articulo 61 C.P.
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